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I.  DISPOSICIONES GENERALES

COMUNIDAD AUTÓNOMA DE CANTABRIA
1651 Ley 11/2010, de 23 de diciembre, de medidas fiscales y de contenido 

financiero.

EL PRESIDENTE DE LA COMUNIDAD AUTÓNOMA DE CANTABRIA

Conózcase que el Parlamento de Cantabria ha aprobado y yo, en nombre de Su 
Majestad el Rey, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 15.2.º del Estatuto de Autonomía 
para Cantabria, promulgo la siguiente Ley de Cantabria 11/2010, de 23 de diciembre, de 
medidas fiscales y de contenido financiero.

PREÁMBULO

Desde la perspectiva de la actividad que desarrolla la Comunidad Autónoma de 
Cantabria, cuyos objetivos se contienen en la Ley de Presupuestos Generales de la 
Comunidad para el año 2011, y al objeto de contribuir a una mayor eficacia y eficiencia en 
los mismos, se dicta la presente Ley como norma que contiene un conjunto de medidas 
referidas a diferentes áreas de actividad que contribuyen a la consecución de los objetivos 
propios de la Comunidad Autónoma de Cantabria.

De acuerdo con los objetivos planteados, la Ley dicta una serie de medidas fiscales y 
de contenido financiero.

I

El Título I de la Ley, bajo la rúbrica «Medidas Fiscales» se divide en dos capítulos. El 
primer capítulo se refiere a las normas relacionadas con los tributos propios, regulándose 
en su sección primera la creación de un nuevo impuesto, el Impuesto sobre Bolsas de 
Plástico de Un Solo Uso, conforme a la potestad tributaria de la Comunidad Autónoma de 
Cantabria emanada de los artículos 133, 156 y 157 de la Constitución, desarrollada en la 
Ley Orgánica 8/1980 de 22 de septiembre, de Financiación de las Comunidades Autónomas 
y plasmada en el artículo 47 del Estatuto de Autonomía de Cantabria.

El nuevo impuesto, en la línea iniciada el pasado ejercicio con la creación del Impuesto 
sobre depósito de residuos en vertedero, tiene una marcada condición parafiscal con la 
finalidad última de conseguir una adecuada protección del medio ambiente dentro de la 
Comunidad Autónoma de Cantabria.

En este sentido, cabe recordar que la doctrina constitucional exige un doble título 
habilitante para que una Comunidad Autónoma pueda crear tributos con finalidad parafiscal 
o extrafiscal, por una parte la potestad tributaria, a la que ya se ha hecho referencia, y por 
otro lado, la titularidad de la competencia material para atender la finalidad perseguida. 
Respecto a esta última exigencia, la Comunidad Autónoma de Cantabria tiene atribuidas 
en el artículo 25 de su Estatuto de Autonomía, las competencias normativas correspondientes 
en materia de protección del medio ambiente y de los ecosistemas.

En particular, el Impuesto sobre Bolsas de Plástico de Un Solo Uso, es un tributo 
propio de naturaleza indirecta y real, que pretende precisamente reducir paulatinamente el 
uso de aquellas, contribuyendo así a la conservación de nuestro medio ambiente  
favoreciendo la utilización de materiales biodegradables.

Atendiendo a su verdadera naturaleza de recurso tributario, como impuesto, en esta 
misma sección primera se regula el Canon de Saneamiento procediéndose a la necesaria 
actualización del componente variable del mismo con el fin de ajustar las tarifas al costo 
real del servicio prestado conforme a lo que la normativa comunitaria prescribe sobre la 
materia, apareciendo recogido en el Anexo II de la Ley.
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de la Ley 38/1992, de Impuestos Especiales, de 28 de diciembre, es decir se elevan los 
tipos correspondientes a aquellos vehículos con mayores emisiones de CO2 o de más 
elevado valor.

Con esta medida no se agota la capacidad normativa de la Comunidad Autónoma ya 
que únicamente se utiliza esa capacidad en cuatro de los nueve epígrafes o categorías de 
vehículos previstas en la citada Ley 38/1992 y tampoco se incrementan los gravámenes 
de esos cuatro epígrafes al máximo legal posible.

II

En el Título II, relativo a las medidas de contenido financiero, se procede a la 
modificación de la Ley de Cantabria 17/2006, de 11 de diciembre, de Control Ambiental 
Integrado. La Disposición Transitoria Primera de la Ley de Cantabria 17/2006, de 11 de 
diciembre, de Control Ambiental Integrado, regula la situación de las actividades e 
instalaciones preexistentes a su entrada en vigor, distinguiendo las actividades o 
instalaciones sujetas a autorización ambiental integrada, a evaluación de impacto ambiental 
y a las licencias de apertura o funcionamiento. Los dos primeros apartados pretenden 
regularizar la situación de las actividades e instalaciones preexistentes incluidas en los 
Anexos A y B.2 de la Ley y, por tanto, sujetas a autorización ambiental integrada o 
declaración de impacto ambiental. Con el apartado 3 se persigue que las instalaciones o 
actividades para las que, a la entrada en vigor de la Ley, las Administraciones Locales 
hayan expedido licencias de apertura o funcionamiento, cumplan con las condiciones 
ambientales preceptivas, expidiéndose, en dicho caso, acta de conformidad ambiental. Se 
prevé asimismo que, transcurridos cuatro años desde la entrada en vigor de la Ley, no 
puedan seguir en funcionamiento las actividades o instalaciones que no hayan obtenido 
de la Administración Local dicho acta.

Considerando que las licencias de actividad son licencias de tracto sucesivo en las que 
el control por parte de la Administración es continuado, partiendo de los nuevos 
requerimientos exigidos a las Administraciones como consecuencia de la transposición de 
la Directiva 2006/123/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 12 de diciembre de 
2006, relativa a los servicios en el mercado interior, y atendiendo al hecho de que la 
inactividad de la Administración a la hora de expedir el acta de conformidad ambiental 
pueda acarrear circunstancias injustas, se suprime el apartado 3 de la Disposición 
Transitoria Primera de la Ley de Cantabria 17/2006, de 11 de diciembre.

Ello no supone merma alguna en los controles ambientales que deban efectuar las 
Administraciones competentes; controles que se llevarán a cabo de conformidad con las 
medidas de disciplina ambiental contempladas en la legislación aplicable. La finalidad de 
la modificación únicamente acarrea la supresión de la retroactividad de la norma respecto 
a la necesidad de obtener acta de conformidad ambiental para las instalaciones 
preexistentes a su entrada en vigor.

Se añade al Anexo I de la Ley de Cantabria 6/2002, de 10 de diciembre, de Régimen 
Jurídico del Gobierno y de la Administración de la Comunidad Autónoma de Cantabria, 
(relación de procedimientos administrativos cuyo plazo máximo para notificar la resolución 
expresa es superior a seis meses), un nuevo apartado relativo al procedimiento sancionador 
por infracciones en materia de viviendas de protección oficial. Esto resulta necesario para 
mejorar la gestión de los procedimientos sancionadores en esta materia tramitados por la 
Consejería de Obras Públicas Ordenación del Territorio, Vivienda y Urbanismo, atendiendo 
especialmente a la creciente necesidad de supervisar el parque de viviendas protegidas 
de la Comunidad Autónoma de Cantabria.

Se modifica la Ley de Cantabria 5/1996, de 17 de diciembre, de Carreteras de Cantabria 
con el fin no solo de mejorar la gestión de los expedientes expropiatorios relativos a los 
proyectos de carreteras autonómicas y sus modificaciones, sino también para establecer 
una regulación de la declaración de utilidad pública y necesidad de urgente ocupación de 
forma homóloga a la legislación estatal en la materia (Ley 25/1988, de 29 de julio de 
Carreteras). Asimismo, otras comunidades autónomas han establecido preceptos similares 
al que mediante esta medida se introduce.
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determinadas normas tributarias, se fija en el 11 por 100 el tipo impositivo aplicable 
a los medios de transporte incluidos en el epígrafe 3º del artículo 70.1 de la Ley 
38/1992, de 28 de diciembre, de Impuestos Especiales, en el 16 por 100 el tipo 
impositivo aplicable a los epígrafes 4º y 9º y en el 13 por 100 el tipo impositivo del 
epígrafe 5.º.»

Once.  En el Título II Disposiciones comunes para la aplicación de los tributos cedidos, 
Capítulo I Normas de gestión, del Texto Refundido de la Ley de Medidas Fiscales en 
materia de Tributos cedidos por el Estado, aprobado mediante Decreto Legislativo 62/2008, 
de 19 de junio, los artículos 15 y 16 pasan a numerarse como artículos 17 y 18 sin 
modificarse ni su contenido ni su título.

TÍTULO II

Medidas de contenido financiero

Artículo 12.  Modificación de la Ley de Cantabria 17/2006, de 11 de diciembre, de Control 
Ambiental Integrado.

Se suprime el apartado 3 de la Disposición Transitoria Primera de la Ley de Cantabria 
17/2006, de 11 de diciembre, de Control Ambiental Integrado.

Artículo 13.  Modificación de la Ley de Cantabria 6/2002, de 10 de diciembre, de Régimen 
Jurídico del Gobierno y de la Administración de la Comunidad Autónoma de 
Cantabria.

Se añade al Anexo I de la Ley de Cantabria 6/2002, de 10 de diciembre, de Régimen 
Jurídico del Gobierno y de la Administración de la Comunidad Autónoma de Cantabria, 
(relación de procedimientos administrativos cuyo plazo máximo para notificar la resolución 
expresa es superior a seis meses), un nuevo apartado con la siguiente redacción:

«Consejería de Obras Públicas, Ordenación del Territorio, Vivienda y 
Urbanismo.

1.–Procedimiento sancionador por infracciones en materia de viviendas de 
protección oficial. Plazo: doce meses.»

Artículo 14.  Modificación de la Ley de Cantabria 5/1996, de 17 de diciembre, de Carreteras 
de Cantabria.

Se modifica el artículo 7.4 de la Ley de Cantabria 5/1996, de 17 de diciembre, de 
Carreteras de Cantabria, que pasa a tener la siguiente redacción:

«4.  La aprobación de proyectos de carreteras de nueva construcción, de 
realización de variantes y los correspondientes a obras de conservación, 
acondicionamiento y mejora, implicará la declaración de utilidad pública y necesidad 
de urgente ocupación de los bienes y la adquisición de los derechos correspondientes 
a los efectos de expropiación forzosa, ocupación temporal e imposición y modificación 
de servidumbres. Asimismo implica las limitaciones a la propiedad establecidas en 
esta Ley.

La declaración de utilidad pública y la necesidad de urgente ocupación se referirá 
también a los bienes y derechos comprendidos en la comprobación del replanteo 
del proyecto y en las modificaciones de obras, así como, en su caso, en los proyectos 
complementarios que puedan aprobarse posteriormente, con efectos desde la fecha 
en que estas aprobaciones se produzcan.

A los efectos indicados en los dos párrafos anteriores, los proyectos de 
construcción de carreteras y sus modificaciones deberán comprender la definición 
del trazado de las mismas y la determinación de los terrenos, construcciones u otros cv
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bienes o derechos afectados que se estime preciso ocupar, o adquirir, para la 
construcción, defensa o servicio de aquéllas y la seguridad de la circulación, así 
como las modificaciones de los servicios afectados.»

Artículo 15.  Modificación de la Ley de Cantabria 5/1999, de 24 de marzo, de ordenación 
del turismo de Cantabria.

Uno.  Se modifica el apartado b) del artículo 5 de la Ley de Cantabria 5/1999 de 24 de 
marzo, de Ordenación del Turismo de Cantabria, que queda redactado en los siguientes 
términos:

«b)  La ordenación de la actividad de las empresas turísticas y de sus 
establecimientos, en especial el inicio, modificación y cese de la actividad turística, 
así como la apertura, clasificación, régimen de funcionamiento, reforma y cierre de 
los establecimientos.»

Dos.  Se modifica el Capítulo III del Título II de la Ley de Cantabria 5/1999 de 24 de 
marzo, de Ordenación del Turismo de Cantabria, que queda redactado en los siguientes 
términos:

«Capítulo III.  Inicio, modificación y cese de la actividad turística.

Artículo 17.  Inicio, modificación y cese de la actividad.

1.  Con carácter previo al inicio o modificación de una actividad turística, las 
empresas deberán presentar ante la Dirección General competente en materia de 
turismo una declaración responsable, en los términos que se establezcan 
reglamentariamente para cada tipo de actividad, u obtener la correspondiente 
autorización turística, caso de ser preceptiva.

2.  El cumplimiento de la obligación establecida en el apartado anterior será 
independiente de la obtención de las autorizaciones que deban ser otorgadas por 
otros órganos administrativos en el ejercicio de sus competencias.

3.  Las empresas que cesen en su actividad turística deberán comunicarlo a la 
Dirección General competente en materia de turismo, en los términos que se 
establezcan reglamentariamente, a los efectos de anotar su baja en el Registro 
General de Empresas Turísticas.

Artículo 18.  Control e inspección administrativa de las empresas turísticas.

1.  La Dirección General competente en materia de turismo comprobará que 
todas las empresas han iniciado su actividad turística previa presentación, en tiempo 
y forma, de la preceptiva declaración responsable, o en su caso previa obtención de 
la preceptiva autorización turística.

2.  La falta de presentación de la declaración responsable o la existencia de 
inexactitudes, falsedades u omisiones, de carácter esencial, en los datos consignados 
en la misma o documento que se acompañe, así como la falta de obtención de 
autorización turística, determinarán la imposibilidad de continuar con el ejercicio de 
la actividad turística. La resolución que declare la concurrencia de tales circunstancias 
y, en consecuencia, ordene el cese de la actividad será dictada por el titular de la 
Dirección General competente en materia de turismo, previa tramitación de un 
procedimiento administrativo con arreglo a lo dispuesto en el Título VI de la Ley 
30/1992, de 26 de noviembre.

Cuando la labor de control e inspección turística ponga de manifiesto el 
incumplimiento de otras obligaciones legales por parte de una empresa turística, se 
le requerirá para que en el plazo máximo de quince días proceda a su cumplimento 
o subsanación. Transcurrido dicho plazo sin haber sido atendido este requerimiento, 
la Dirección General competente en materia de turismo ordenará la modificación o, 
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